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Expediente 66001-31-03-001-2009-00227-01



Se resuelve la impugnación presentada por la accionante, contra la sentencia proferida el seis de agosto del presente año por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, RISARALDA, en esta Acción de Tutela promovida por ROSALIA MOSQUERA ASPRILLA en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR.





I. ANTECEDENTES:

Aunque el escrito que dio inicio a la presente acción y el que se aportó para corregirla no son muy claros, de ellos se desprende que lo que la actora solicita es que se le tutelen a la menor ANGIE RUIZ SANCHEZ una serie de derechos que, aunque tampoco los determinó, considera la Sala que son los del debido proceso (artículo 29 de la C.P.) y la prevalencia de los derechos de los menores sobre los de las demás personas (artículo 44 ídem), vulnerados por razón de hechos y omisiones en que ha incurrido la entidad arriba citada.





Explica, en esencia, que tiene bajo su  custodia a la menor ANGIE desde el año 2006, la cual le fue entregada por el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR; que tanto su esposo como ella le han brindado el cariño del caso, dándole lo necesario, de acuerdo con su situación económica; que al tratar de hacer las diligencias tendientes a lograr su custodia se la quitaron y que a la fecha, se encuentra ante esta institución.  




Pide, entonces, que “me devuelvan la niña y me paguen los perjuicios que me han causado porque he gastado mucha plata es (sic) estas vueltas”. 




A la tutela se le dio el trámite legal. En forma oportuna anexó escrito la entidad demandada, expresando, en resumen, que en razón a la existencia de factores de riesgo al interior del medio familiar de la infante, incluido un posible abuso sexual, se adelanta trámite administrativo de restablecimiento de derechos, conforme a lo consagrado por la ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia). Éste, le fue notificado a la peticionaria y dentro de él se ordenó como medida de protección la consistente en ubicación institucional de ANGIE, con el objeto de asegurar el pleno ejercicio de sus derechos fundamentales. La decisión fue producto del análisis y estudios previos del equipo interdisciplinario, teniendo en cuenta que era la que más convenía al interés de la niña. 
Finaliza diciendo que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR no puede hacer entrega de la niña a la accionante sin las verificaciones legales porque, de hacerlo, constituiría una vulneración de sus derechos, ya que éstos priman sobre los de los padres y demás parientes. 
El Juzgado del conocimiento, luego de invocar diferentes jurisprudencias relacionadas con el tema, en especial los derechos de los menores y su protección por parte de la familia, la sociedad y el Estado, negó el amparo impetrado porque consideró que la actuación de la accionada  era legítima, ya que había obrado de acuerdo con los lineamientos constitucionales y legales al imponer la medida de protección. 

La accionante presentó impugnación oportuna sin argumentar nada a su favor.




En esta instancia se anexaron por parte de la accionante copias informales de los oficios números PJF-21-217 y PJF-21-221 del 24 y 25 de agosto del año que corre, en su orden, signados por la Procuradora Judicial 21 de Familia, dirigidos a la Dra. GLORIA LETICIA RIVERA VALENCIA, Defensora de Familia y al señor LUIS FELIPE RIVAS, respectivamente
.  

Se pasa a resolver previas las siguientes,




II. CONSIDERACIONES DE LA SALA:

Como se resaltó, los derechos que se consideran violados son el del debido proceso (artículo 29 de la C.P.) y la prevalencia de los derechos de los menores sobre los de las demás personas (artículo 44 ídem).
La legitimación en la causa de las partes no merece ningún reparo, incluso la de la accionante, que aunque no tiene la representación legal de la menor, el documento que aportó atinente a su custodia provisional
, sí la faculta para impetrar este amparo constitucional. Además, esta potestad deviene del artículo 44 de la Constitucional Nacional, como lo ha dejado claro la Corte Constitucional (Sentencia T-494/05 M.P. Rodrigo Escobar Gil).
La Sala estima que a la peticionaria no le han violado o amenazado derecho alguno porque cuenta con otro mecanismo para la protección del amparo solicitado.





En efecto, no cabe duda que la acción de tutela se hace improcedente cuando existen otros medios de defensa de los derechos que se estiman amenazados o vulnerados. Así lo ha precisado en innumerables ocasiones la doctrina de la Corte Constitucional que sobre el punto ha dicho:

“La acción de tutela es un mecanismo de protección excepcional que debe operar únicamente cuando el sistema jurídico no haya previsto otros medios de defensa”. (Sentencia T-047 de Febrero 25 de 1998)

“Sobre el particular, debe reiterar la Sala la improcedencia de la acción de tutela cuando existen otros medios de defensa judicial, teniendo en cuenta el carácter de mecanismo excepcional concebido en defensa de los derechos supletorios, esto es, que sólo procede en caso de inexistencia de otros medios de defensa judicial”. (Gaceta de la Corte Constitucional, año de 1994, tomo 12, pág. 436).

El mecanismo no es otro que el trámite administrativo que actualmente adelanta el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR tendiente al restablecimiento de los derechos de la menor ANGIE RUIZ SANCHEZ, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 50 de la ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia). En él, la peticionaria puede ejercer sus derechos y los de la menor, interponiendo los recursos que establezca la ley, incluido el de reposición en contra del fallo que se profiera o la homologación de éste ante el Juez de Familia (artículo 100 ídem). La homologación es un control de legalidad sobre las diligencias adelantadas por los funcionarios del I.C.B.F., instituido para garantizar los derechos sustanciales y procesales de los padres de los menores, o de quien los tenga a su cuidado.  
Finalmente, es bueno destacar que tampoco es procedente la acción de tutela en este asunto, ni siquiera como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable porque, además de que éste no fue alegado, no se han demostrado los elementos necesarios para su configuración.

Las anteriores consideraciones son más que suficientes para confirmar el fallo impugnado, así se declarará, y se harán los demás ordenamientos pertinentes.





En mérito de lo expuesto el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,





RESUELVE:





1º) SE CONFIRMA la sentencia proferida el seis de agosto último por el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, RISARALDA, dentro de la ACCION DE TUTELA promovida por ROSALIA MOSQUERA ASPRILLA  contra el  INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR. 





2º) Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (artículo 5º, Decreto 306 de 1992).





3º) De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.





COPIESE Y NOTIFIQUESE:





Los Magistrados,





Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo 
  Fernán Camilo Valencia López

� Folios 04 al 07 del cuaderno de segunda instancia. 


� Folio 1 del cuaderno principal. 
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